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CAPÍTULO I 
EMPRESA AGRARIA Y 

EMPRESARIO AGRÍCOLA

Francisco Millán Salas
Profesor Contratado Doctor de Derecho civil  
en la Universidad Complutense de Madrid

I. CONCEPTO DE EMPRESA AGRARIA

Teniendo en cuenta que hay un concepto uni-
tario de empresa, éste es aplicable a la empresa 
agraria y a cualquier clase de empresa. La empresa 
consiste en el desarrollo de una actividad econó-
mica de la que forman parte una serie de bienes y 
derechos organizados de manera profesional por 
su titular asumiendo éste los riesgos derivados de 
dicha actividad.

En esta definición existen dos elementos clara-
mente diferenciados, un elemento subjetivo y otro 
objetivo. El elemento subjetivo es el empresario, 
que en la empresa agraria también se denomina 
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titular de la explotación; y el elemento objetivo que 
en la empresa agraria es la explotación agraria.

También, en esta definición están presentes los 
requisitos que deben concurrir en toda empresa: 
la actividad económica; una organización; la pro-
fesionalidad; y la imputabilidad

Veamos estos requisitos detenidamente aplica-
dos a la empresa agraria.

II. REQUISITOS DE LA EMPRESA AGRARIA

1. Economicidad

El primer requisito que hay que destacar de la 
empresa agraria es la economicidad en cuanto que 
el empresario ha de ejercer la actividad agraria, que 
el artículo 2.1 de la Ley de Modernización de las 
Explotaciones Agrarias (LMEA) de 4 de julio de 
1995 define como 

“el conjunto de trabajos que se requiere para 
la obtención de productos agrícolas, ganaderos y 
forestales”. 

Entre estos productos no se incluyen los prove-
nientes de la pesca, a diferencia del Derecho comu-
nitario. Estos productos agrícolas, ganaderos y 
forestales no son los que el artículo 355 del Código 
civil califica de frutos naturales como las produc-
ciones espontáneas de la tierra o del ganado, sino 
que son frutos industriales, es decir, los que pro-
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ducen los predios de cualquiera especie a beneficio 
del cultivo o el trabajo del hombre.

Se considera actividad agraria no sólo la que 
implica el cultivo de la tierra sino la que se rea-
liza en invernaderos aunque no se aprovechen los 
nutrientes de la tierra.

Por lo que respecta a los productos ganaderos, 
la cría de animales requiere el cuidado de un ciclo 
en el desarrollo del animal para considerarse acti-
vidad ganadera. También es actividad ganadera la 
que se dedica sólo al engorde de los animales o a la 
producción de productos como la leche. No puede 
considerarse actividad ganadera la caza así como la 
cría, mantenimiento y adiestramiento de palomas 
o de caballos de carreras, que se consideran como 
actividades de ocio.

En cuanto a los productos forestales, la Ley de 
Montes, de 21 de noviembre 2003, califica de apro-
vechamientos forestales: los maderables y leñosos, 
incluida la biomasa forestal, los del corcho, los de 
resina, pastos, caza, frutos, hongos, plantas aromá-
ticas y medicinales, productos apícolas y los demás 
productos o servicios con valor de mercado carac-
terísticos de los montes. Ahora bien, no todos estos 
aprovechamientos forestales pueden calificarse de 
actividad agraria, como es el caso de la caza, ni 
tampoco todos los productos del monte son pro-
piamente forestales como la extracción de piedras 
de las canteras, o exclusivamente forestales como 
los hongos, plantas aromáticas y medicinales. En 
cualquier caso, los aprovechamientos forestales 
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han de regirse por los principios de sostenibilidad 
y explotación racional de los mismos.

La obtención de los productos agrícolas se debe 
considerar como actividad agraria principal, pero 
no la única, en cuanto que la actividad agraria con-
siste también en el intercambio de bienes agrarios, 
así como en la transformación industrial de los 
mismos. De aquí que junto a la actividad agraria 
principal, se encuentren las actividades con-
exas o asimiladas a la principal y las actividades 
complementarias.

Respecto a las actividades conexas o asimiladas 
a la principal, el artículo 2.1 LMEA, modificado por 
la disposición final segunda de la Ley 35/2011, de 
4 de octubre, sobre titularidad compartida de las 
explotaciones agrarias (LTCEA), establece: 

“Asimismo, se considerará como actividad 
agraria la venta directa por parte de agricultoras 
o agricultores de la producción propia sin trans-
formación o la primera transformación de los mis-
mos, cuyo producto final esté incluido en el anexo 
I del artículo 38 del Tratado de funcionamiento de 
la Unión Europea, dentro de los elementos que 
integren la explotación, en mercados municipales 
o en lugares que no sean establecimientos comer-
ciales permanentes, considerándose también acti-
vidad agraria toda aquella que implique la ges-
tión o la dirección y gerencia de la explotación”.

La venta directa sería actividad conexa o asimi-
lada a la actividad agraria principal cuando sea rea-
lizada por parte de los agricultores de sus propios 
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productos sin transformación o de los productos 
de su explotación por primera vez transformados, 
cuyo producto final esté incluido en el anexo I del 
artículo 38 del Tratado de funcionamiento de la 
Unión Europea; y, además, la venta directa se ha de 
hacer o bien dentro de los elementos que integren 
la explotación (las ventas en tiendas de granja, las 
realizadas en la carretera o aquellas en las que es el 
propio cliente el que recoge de la tierra los produc-
tos que desea), o bien fuera de las explotaciones (las 
ventas en mercados municipales o rurales y otros, 
las realizadas a través de un sistema de reparto a 
domicilio o las ventas directas a minoristas o al 
sector de la restauración o en lugares que no sean 
establecimientos comerciales permanentes). Algu-
nas de estas ventas son ventas a distancia, como, 
por ejemplo, las que se efectúan mediante entrega 
a domicilio o por Internet.

Además de la venta directa, en los términos 
que hemos visto, también la LMEA modificada por 
la LTCEA añade como actividad agraria conexa o 
asimilada a la principal, toda aquella que implique 
la gestión o la dirección y gerencia de la explota-
ción. No llegamos a comprender este añadido, en 
cuanto que la actividad agraria propiamente dicha, 
esto es la definida en el párrafo primero del art. 2.1 
de la LMEA: 

“como el conjunto de trabajos que se requiere 
para la obtención de productos agrícolas, ganade-
ros y forestales” 
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engloba también la de gestión y dirección de la 
explotación. En este sentido, cuando el art. 2.4 de 
la LMEA, que ha sido modificado por la LTCEA, 
define al titular de la explotación, lo define como 

“la persona física, ya sea en régimen de titula-
ridad única, ya sea en régimen de titularidad com-
partida inscrita en el registro correspondiente, o 
la persona jurídica, que ejerce la actividad agra-
ria organizando los bienes y derechos integran-
tes de la explotación con criterios empresariales 
y asumiendo los riesgos y responsabilidades civil, 
social y fiscal que puedan derivarse de la gestión 
de la explotación”, 

de manera que la gestión de la explotación es 
innata al ejercicio de la actividad agraria.

La actividad conexa es accesoria de la princi-
pal y su finalidad es obtener un beneficio mayor 
en el precio de venta final de los productos. Así, 
en la Resolución del Parlamento Europeo de 7 de 
septiembre de 2010 que lleva por título “Ingresos 
justos para los agricultores: mejorar el funciona-
miento de la cadena de suministro de alimentos en 
Europa” (P7_TA(2010)0302), el Parlamento Euro-
peo pide a la Comisión 

“que proponga la adopción de instrumentos 
para apoyar y promover las cadenas de suminis-
tro de alimentos gestionadas por los agricultores, 
las cadenas de distribución cortas y los mercados 
de agricultores, con el fin de establecer una rela-
ción directa con los consumidores y de permitir 
que los agricultores puedan obtener un reparto 
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más equitativo del valor del precio de venta final 
al reducirse el número de intermediarios y de eta-
pas del proceso”.

En otra Resolución del Parlamento Europeo de 
8 de julio de 2010 titulada “Futuro de la PAC des-
pués de 2013” (P7_TA(2010)0286), el Parlamento 
Europeo señala que mejorar la competitividad en 
diferentes niveles, incluidos los mercados locales, 
ha de ser un objetivo fundamental de la política 
agrícola común con posterioridad a 2013. 

La Comisión, por último, al examinar los retos 
de la PAC a partir de 2013(«La PAC en el horizonte 
de 2020: Responder a los retos futuros en el ámbito 
territorial, de los recursos naturales y alimentario» 
[COM(2010) 672 final]), hace hincapié en que 

“los ciudadanos de la UE exigen una amplia 
opción de productos alimentarios de elevada cali-
dad, que cumplan normas estrictas de seguridad, 
de calidad y de bienestar animal, también en el 
caso de los productos locales” 

Respecto a las actividades complementarias, 
pueden ser, según establece el artículo 2.5 LMEA: 
1. La participación y presencia de la persona titu-
lar, como consecuencia de elección pública, en 
instituciones de carácter representativo, así como 
en órganos de representación de carácter sindi-
cal, cooperativo o profesional siempre que estos 
se hallen vinculados al sector agrario; 2. Las de 
transformación de los productos de la explotación 
y la venta directa de los productos transformados 
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de su explotación, siempre y cuando no sea la pri-
mera transformación especificada en el apartado 
1 del artículo 2; 3. Las relacionadas con la conser-
vación del espacio natural y protección del medio 
ambiente, el turismo rural o agroturismo, al igual 
que las cinegéticas y artesanales realizadas en su 
explotación.

También son actividades complementarias los 
servicios de carácter accesorio a las explotaciones 
que presten los titulares de las mismas a terceros 
con los medios ordinariamente utilizados en dichas 
explotaciones, siempre que tales servicios contri-
buyan a la realización de las producciones agrí-
colas, forestales o ganaderas de los destinatarios 
(art. 127 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 
del Impuesto sobre el Valor Añadido). Entre estos 
servicios se incluyen: transporte, preparación del 
terreno, siembra, fumigación, poda, etc.

Estas actividades complementarias presupo-
nen que el empresario ejerza, además, la actividad 
agraria principal de obtener productos agrarios.

La producción de bienes y servicios así como 
la transformación y comercialización de dichos bie-
nes son objeto de la empresa agraria. Los bienes 
agrícolas, los servicios comerciales o complemen-
tarios son convertibles en dinero que sirve para la 
satisfacción de la empresa y del empresario, esto 
se traduce en que el fin de la empresa es siempre 
económico. Por lo tanto, la actividad agraria es una 
actividad económica, esto es, realizada de acuerdo 
con criterios técnicos–económicos, agrarios, de 
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buena administración, ahorrando gastos, ha de ser, 
en fin, una actividad rentable.

Esta característica de la empresa agraria es la 
que la diferencia de la agricultura recreativa o de 
la ciencia, cuya finalidad principal no es la produc-
ción económica, sino el recreo o la investigación.

El requisito de la economicidad es consecuente 
con los problemas de comercialización de los pro-
ductos agrarios; el funcionamiento de las leyes de 
oferta y demanda (el mercado no es perfecto, no 
existe una coincidencia plena entre la oferta y la 
demanda respecto de unos determinados produc-
tos); la reforma de la agricultura; el control de pro-
ducción y la regulación de precios.

2. Organización

En segundo lugar la empresa agraria requiere 
organización. La organización comprende una 
serie de elementos materiales e inmateriales, obje-
tivos y subjetivos que combinados intervienen en 
la producción de bienes y servicios y en sus fases 
complementarias. Esta combinación de elementos 
varía según las comarcas, dependiendo del tipo de 
cultivo, del clima y del propio terreno.

Esta organización ha de ser empresarial, en 
cuanto que los elementos que la integran están 
unidos por la organización y por la finalidad eco-
nómica que persiguen los mismos, por lo que la 
empresa agraria es una organización productiva 
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de todos aquellos elementos. Es precisamente de 
esta organización de la que surgen la clientela y las 
expectativas de ganancias. La organización como 
requisito de la empresa agraria pretenderá obte-
ner el mayor rendimiento con los elementos que 
la componen.

A la organización se refiere nuestro Derecho en 
el artículo 8º de la ley Hipotecaria de 8 de febrero 
de 1946: 

“se inscribirán como una sola finca bajo un 
mismo número: toda explotación agrícola, con o 
sin casa de labor, que forme una unidad orgá-
nica, aunque esté constituida por predios no 
colindantes” 

y en el artículo 44 del Reglamento Hipotecario 
de 14 de febrero de 1947, el cual establece que 

“se inscribirán bajo un solo número conside-
rándose como una sola finca con arreglo al artí-
culo 8º de la Ley y para los efectos que el mismo 
expresa, siempre que pertenezca a un solo dueño 
o a varios pro indiviso: 

2º. Los cortijos, haciendas, labores, masías, 
dehesas, cercados, torres, caseríos, granjas, luga-
res, casales, cabañas y otras propiedades análogas 
que formen un cuerpo de bienes dependientes o 
unidos con uno o más edificios y una o varias pie-
zas de terreno, con arbolado o sin él, aunque no 
linden entre si ni con el edificio, y con tal que en 
este caso haya unidad orgánica de explotación o 
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se trate de un edificio de importancia al cual estén 
subordinadas las fincas o construcciones. 

3º. Las explotaciones agrícolas, aunque no 
tengan casa labor y estén constituidas por predios 
no colindantes, siempre que formen una unidad 
orgánica, con nombre propio, que sirva para dife-
renciarlas y una organización económica que no 
sea la puramente individual, así como las explo-
taciones familiares agrarias”.

La organización se concreta en la existencia de 
una explotación agrícola, que puede constituirla 
el propio empresario o adquirirla ya constituida. 
El artículo 2.2 de la LMEA define la explotación 
agraria como 

“el conjunto de bienes y derechos organiza-
dos empresarialmente por su titular en el ejercicio 
de la actividad agraria, primordialmente con fines 
de mercado, y que constituye en sí misma una 
unidad técnico–económica”.

A los elementos de la explotación se refiere el 
artículo 2.3 de la LMEA como los bienes inmuebles 
de naturaleza rústica y cualesquiera otros que son 
objeto de aprovechamiento agrario permanente; la 
vivienda con dependencias agrarias; las construc-
ciones e instalaciones agrarias, incluso de natura-
leza industrial, y los ganados, máquinas y aperos, 
integrados en la explotación y afectos a la misma, 
cuyo aprovechamiento y utilización corresponden 
a su titular en régimen de propiedad, arrenda-
miento, derechos de uso y disfrute e incluso por 
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mera tolerancia de su dueño. Asimismo, constitu-
yen elementos de la explotación todos los derechos 
y obligaciones que puedan corresponder a su titu-
lar y se hallen afectos a la explotación.

3. Imputabilidad

Este requisito está íntimamente ligado con el 
de economicidad, en cuanto que si la actividad 
empresarial es económica, el empresario tiene que 
responder de la misma.

La imputabilidad implica asumir los riesgos de 
la empresa. Esta asunción corresponde al empre-
sario agrícola, ahora bien, éste puede trasladar a 
terceras personas la asunción económica del riesgo, 
por medio de los contratos de seguro, o delegando 
el empresario agrícola a un representante la direc-
ción de la empresa. Pero este traslado a terceros de 
la asunción económica del riesgo no implica que el 
empresario quede exento de responsabilidad.

La LMEA nos dice en su artículo 2.4 que el titu-
lar de la explotación ha de asumir 

“los riesgos y responsabilidades civil, social 
y fiscal que puedan derivarse de la gestión de la 
explotación”.

En cuanto a los riesgos, en la empresa agraria 
el riesgo adquiere una particularidad a diferencia 
de otro tipo de empresa ya que, junto a los riesgos 
económicos, por las variaciones que el mercado 
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experimente, bien por disminución de los precios, 
bien por reducción de las subvenciones por supe-
rar la producción la cantidad máxima garantizada, 
aparecen los riesgos agrícola, pecuario o forestal. 
Riesgos agrícolas, como pedrisco, incendio, sequía, 
heladas, inundaciones, viento huracanado o cálido, 
nevadas, escarchas, exceso de humedad, plagas, 
enfermedades etc. Riesgos pecuarios, tales como 
sacrificio obligatorio, pérdida de la función especí-
fica del ganado. Riesgos forestales, como incendios

Un tema que hay que tener presente al hablar 
de los riesgos (aunque no vamos a entrar en el 
problema de si constituye o no empresa agraria) 
es el de la agricultura artificial, esto es, una agri-
cultura donde se regula la temperatura adecuada, 
la humedad o la luz, y donde se emplean semi-
llas preparadas en laboratorios, cuyo riesgo de no 
germinación es escaso, todo ello con la finalidad 
de adelantar la producción. Ahora bien, si esta 
agricultura artificial suprime los riesgos climato-
lógicos, por otra parte aparecen otros riesgos de 
naturaleza microbiológica.

Respecto a las responsabilidades, aunque la 
Ley haya omitido la responsabilidad penal y admi-
nistrativa hay que incluirlas. 

En cuanto a la responsabilidad civil es la patri-
monial del artículo 1911 del C.c. que establece: 

“Del cumplimiento de las obligaciones res-
ponde el deudor con todos sus bienes, presentes 
y futuros”;
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y en caso de insolvencia, rige la Ley concursal, 
que se aplica a toda clase de deudores. El principio 
de la responsabilidad patrimonial universal aplica-
ble al empresario agrícola tiene algunas excepcio-
nes como son la inembargabilidad de los instru-
mentos necesarios para el ejercicio de la profesión, 
arte y oficio a que se dedique el ejecutado, cuando 
su valor no guarde proporción con la cuantía de la 
deuda reclamada (art. 606 Ley de Enjuiciamiento 
Civil) o la concesión administrativa de las tierras 
destinadas a constituir explotaciones familiares 
adjudicadas por el Instituto de Reforma y Desa-
rrollo Agrario –IRYDA– que no podrá ser objeto 
de embargo (art. 31.3 Ley de Reforma y Desarrollo 
Agrario). Si bien hay que aclarar que al haber des-
aparecido el IRYDA sus funciones han sido asumi-
das por el Ministerio de Agricultura o por los órga-
nos competentes de las Comunidades Autónomas.

La responsabilidad social hay que entenderla 
en el sentido de responsabilidad civil ante la Segu-
ridad social por las cotizaciones devengadas por 
los trabajadores dependientes del empresario; y la 
responsabilidad fiscal, relativa al pago de impues-
tos y contribuciones.

4. Profesionalidad

El empresario agrícola persona física debe 
dedicarse profesionalmente al ejercicio de la agri-
cultura. La profesionalidad consiste en la dedica-
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ción habitual o sistemática a la actividad agraria; 
no es la capacitación científica o técnica del empre-
sario, sino la dedicación a las tareas que requiere 
la explotación. El ejercicio profesional no significa 
exclusividad, ni siquiera ocupación principal, por 
lo que es compatible el ejercicio de la actividad 
agraria con el desempeño de otras actividades. El 
ejercicio profesional –la profesionalidad– no hay 
que confundirla con la figura del agricultor profe-
sional, como ahora veremos.

III. EMPRESARIO AGRÍCOLA O TITULAR DE 
LA EXPLOTACIÓN 

La LMEA define al titular de la explotación 
como la persona física, ya sea en régimen de titu-
laridad única, ya sea en régimen de titularidad 
compartida inscrita en el registro correspondiente, 
o la persona jurídica, que ejerce la actividad agraria 
organizando los bienes y derechos integrantes de 
la explotación con criterios empresariales y asu-
miendo los riesgos y responsabilidades civil, social 
y fiscal que puedan derivarse de la gestión de la 
explotación (art. 2.4).

El empresario agrícola persona jurídica, puede 
adoptar cualquier forma, siempre que esté legal-
mente constituida.

En cuanto a la capacidad para el ejercicio de la 
actividad agraria del empresario agrícola persona 
física, no se requiere ningún requisito especial de 
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capacidad, en principio se requiere ser mayor de 
edad no incapacitado, o menor emancipado con las 
limitaciones establecidas en el art. 323 C.c. 

De acuerdo con unos parámetros que tienen en 
cuenta la renta total percibida por el empresario 
persona física y la renta que procede de la explota-
ción agraria, así como el tiempo dedicado a dicha 
explotación, la LMEA clasifica al agricultor per-
sona física en agricultor profesional, agricultor a 
título principal, agricultor a tiempo parcial y joven 
agricultor.

1. Agricultor profesional

El agricultor profesional, a los efectos de la Ley 
de Modernización de las Explotaciones Agrarias, es 
la persona física que siendo titular de una explo-
tación agraria, al menos el 50% de su renta total la 
obtenga de actividades agrarias u otras activida-
des complementarias, siempre y cuando la parte 
de renta procedente directamente de la actividad 
agraria de su explotación no sea inferior al 25 % de 
su renta total y el volumen de empleo dedicado a 
actividades agrarias o complementarias sea igual o 
superior a la mitad de una Unidad de Trabajo Agra-
rio (art. 2.5 LMEA). Por unidad de trabajo agrario 
se entiende el trabajo efectuado por una persona 
dedicada a tiempo completo durante un año a la 
actividad agraria (art. 2.10 LMEA).
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A la vista de estos preceptos el agricultor pro-
fesional sería la persona física que siendo titular 
de una explotación agraria, al menos la mitad de 
su renta total la obtenga de actividades agrarias 
u otras actividades complementarias y dedique la 
mitad o más de su tiempo de trabajo al ejercicio 
de las mismas; en todo caso, la cuarta parte de su 
renta debe proceder directamente de la actividad 
agraria de su explotación.

En cuanto al régimen jurídico del agricultor 
profesional: 

—Puede solicitar ayudas públicas para las 
inversiones en las explotaciones agrarias mediante 
planes de mejora. El plan de mejora de las explota-
ciones es el conjunto de inversiones que, con carác-
ter anual o plurianual y con planteamientos técni-
cos, económicos y financieros, adecuados, proyecta 
introducir el titular de la explotación agraria para 
su modernización y la mejora de su estructura.

—Puede igualmente solicitar ayudas públicas 
para inversiones colectivas en zonas desfavoreci-
das, zonas de montaña y regiones con insuficiencia 
estructurales. Se consideran inversiones colectivas 
las llevadas a efecto conjuntamente por varios titu-
lares de explotaciones agrarias, para la satisfacción 
de necesidades comunes a las mismas, sin perjuicio 
de la ejecución material por terceros de la obra o 
mejora objeto de la inversión.
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El agricultor profesional puede ser calificado 
como agricultor prioritario si cumple con los requi-
sitos de este último que establece la LMEA.

También, el agricultor profesional, definido en 
los términos de la Ley de Arrendamientos Rústicos 
(LAR), que sea arrendatario, es quien puede ejerci-
tar los derechos de tanteo y retracto contemplados 
en dicha Ley. Aunque la LAR no exige el requi-
sito de la profesionalidad para ser arrendatario, tal 
requisito debe de concurrir en el arrendatario, per-
sona física, para el ejercicio del tanteo y retrato. En 
este sentido, el artículo 9.1 de la LAR define, a los 
efectos de esta Ley, el agricultor profesional como 
quien obtenga unos ingresos brutos anuales proce-
dentes de la actividad agraria superiores al duplo 
del Indicador público de renta de efectos múltiples 
(IPREM) establecido en el Real Decreto Ley 3/2004, 
de 25 de junio, para la racionalización de la regula-
ción del Salario Mínimo Interprofesional y para el 
incremento de su cuantía, y cuya dedicación directa 
y personal a esas actividades suponga, al menos, 
el 25 por cien de su tiempo de trabajo. El artículo 
2.2 de dicho Real Decreto Ley establece que, anual-
mente, en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado, se determinará la cuantía del citado indica-
dor. Son, pues, dos los requisitos que determina el 
concepto de agricultor profesional: la obtención de 
un determinado nivel de ingresos provenientes de 
la actividad agraria y la dedicación directa y per-
sonal a la actividad agraria, al menos, en un 25 por 
ciento de su tiempo de trabajo. El cumplimiento de 
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ambos requisitos por parte del arrendatario implica 
la atribución al mismo de la condición de agricultor 
profesional y, consecuentemente, la posibilidad de 
ejercitar los derechos de tanteo y retracto. 

Además, el profesional de la agricultura defi-
nido en la Ley 45/2007, de 23 de diciembre, para 
el desarrollo sostenible del medio rural, es quien 
tendrá una atención preferente por parte de las 
Administraciones Públicas, en la asignación de 
derechos de producción o de pago único de la 
reserva nacional o derivados de otros fondos o nor-
mas comunitarias o nacionales, y en la percepción 
de incentivos para la reestructuración sectorial de 
la Política Agraria Común, así como en la aplica-
ción de las medidas de los reglamentos comuni-
tarios relativos a la ayuda al desarrollo rural, con 
carácter prioritario, a los titulares de explotaciones 
territoriales. Se considera explotación territorial la 
explotación agrícola, ganadera o forestal que posea 
una dimensión económica inferior a 40 Unidades 
de Dimensión Económica europea cuando la titu-
laridad corresponda a una persona física, y se 
encuentre localizada en una zona rural prioritaria 
o en una zona calificada como de agricultura de 
montaña (art. 16). A los efectos de lo previsto en 
este artículo 16, se entenderá por profesional de la 
agricultura la persona física titular de una explota-
ción agrícola, ganadera o forestal que requiera un 
volumen de empleo de al menos media Unidad 
de Trabajo Agrario y que obtenga, al menos, el 25 
por cien de su renta de actividades agrarias o com-
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plementarias. Asimismo, se presumirá el carácter 
de profesional de la agricultura al titular de una 
explotación agrícola, ganadera o forestal dado de 
alta en el Sistema Especial para Trabajadores por 
Cuenta Propia Agrarios del Régimen Especial de 
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, 
así como los encuadrados en dicho Régimen por 
su actividad agraria. 

2. Agricultor a título principal

El agricultor a título principal es el agricultor 
profesional que obtenga al menos el 50% de su 
renta total de la actividad agraria ejercida en su 
explotación y cuyo tiempo de trabajo dedicado a 
actividades no relacionadas con la explotación sea 
inferior a la mitad de su tiempo de trabajo total 
(art. 2.6 LMEA).

La diferencia con el agricultor profesional está 
en que mientras éste la cuarta parte de su renta 
debe proceder directamente de la actividad agraria 
de su explotación, en el caso del agricultor a título 
principal es al menos la mitad.

3. Agricultor a tiempo parcial

Agricultor a tiempo parcial es la persona física 
que siendo titular de una explotación agraria, 
dedica a actividades agrarias en la misma, entre el 
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20 y el 50 por ciento de su tiempo total de trabajo 
(art. 2.9 LMEA). 

4. Agricultores jóvenes

Al ser el envejecimiento de muchos titulares 
de explotaciones agrarias uno de los principales 
frenos a la modernización de la agricultura, uno de 
los objetivos de la Ley de Modernización es el de 
favorecer la incorporación de agricultores jóvenes 
como titulares de las explotaciones prioritarias.

Por agricultor joven se entiende la persona que 
haya cumplido los dieciocho años y no haya cum-
plido cuarenta años y ejerza o pretenda ejercer la 
actividad agraria (art. 2.7 L.M.E.A.).

Con la finalidad de rejuvenecer el sector agra-
rio las ayudas se conceden a los agricultores jóve-
nes que se instalen por primera vez en una explo-
tación agraria prioritaria como titular, cotitular o 
socio de la misma. Dichas ayudas vienen recogidas 
en la LMEA de 1995 y en el Real Decreto 613/2001, 
de 8 de junio, para la mejora y modernización de 
las estructuras de producción de las explotaciones 
agrarias.

Si el agricultor joven se instala como titular, 
se considerará como primera instalación cuando 
siendo titular de una explotación agraria cuyo mar-
gen neto no supere el 20% de la renta de referen-
cia o titular de una explotación agraria con unos 
niveles de dedicación de tiempo de trabajo y de 
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renta unitaria de trabajo inferiores a los mínimos 
establecidos en la LMEA para los titulares de explo-
taciones prioritarias, reúna los requisitos para ser 
calificado como titular de una explotación priori-
taria. La renta de referencia es el indicador rela-
tivo a los salarios brutos no agrarios en España 
(art. 2.12 LMEA). La renta unitaria de trabajo es 
el rendimiento económico generado en la explota-
ción agraria que se atribuye a la unidad de trabajo 
agrario (art. 2.11 LMEA).

Si la instalación es por acceso a la cotitularidad, 
puede producirse por asociación o por adquisición. 
Si es por asociación, el titular de la explotación y el 
agricultor joven han de acordar que éste compar-
tirá las responsabilidades gerenciales, los resulta-
dos económicos de la explotación, los riesgos inhe-
rentes a su gestión y las inversiones que en ella se 
realicen, en una proporción mínima del 50%. Dicho 
acuerdo deberá tener una duración mínima de seis 
años. Si la instalación es por adquisición, el titular 
debe transmitir al agricultor joven, al menos, un 
tercio de su propiedad en los elementos que inte-
gran su explotación, cuyo uso y aprovechamiento 
continuarán integrados en la misma. 

Cuando un agricultor joven sea cotitular de una 
explotación agraria, bastará que reúna personal-
mente los requisitos que se exigen al titular de las 
explotaciones prioritarias para que aquélla alcance 
tal consideración, aunque el otro titular no reúna 
esta condición.
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Para la concesión de ayudas se requiere que, 
en el momento de la instalación o en el plazo de 
dos años siguientes a la misma, el agricultor joven 
posean un nivel de capacitación profesional sufi-
ciente; que la explotación requiera un volumen de 
trabajo equivalente, como mínimo, al efectuado 
por una persona dedicada a tiempo completo 
durante un año a la actividad agraria; que resida 
en la comarca en donde radica la explotación o en 
las comarcas limítrofes definidas por la legislación 
autonómica sobre organización territorial, o en su 
defecto, se tendrá en cuenta la comarcalización 
agraria establecida en el Censo Agrario del Ins-
tituto Nacional de Estadística, si bien este requi-
sito de residencia se entiende salvo caso de fuerza 
mayor o necesidad apreciada por las Comunida-
des Autónomas; y que la explotación cumpla las 
normas mínimas en materia de medio ambiente, 
higiene y bienestar de los animales, de conformi-
dad con la normativa comunitaria y nacional y con 
los programas plurirregionales aprobados por la 
Unión Europea para la mejora de las estructuras 
de producción.

La solicitud de la ayuda deberá presentarse 
antes de la primera instalación del peticionario o 
dentro de los seis primeros meses posteriores a la 
misma. Las inversiones o gastos de instalación rea-
lizados por el joven dentro de los referidos seis pri-
meros meses podrán ser considerados auxiliables.

La concesión de la ayuda requerirá la presenta-
ción de un plan de explotación que refleje el grado 
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de viabilidad económica y la situación de la explo-
tación en la que queda instalado el joven y prevea 
para el mismo una renta procedente de aquélla, 
medida en términos de margen neto, igual o supe-
rior al 35% de la renta de referencia. Sin embargo, 
el plan de explotación no será requerido en el caso 
de que el joven que se instala presente un plan de 
mejora.

Además de las ayudas que se conceden a la 
explotación prioritaria, el agricultor joven goza de 
los siguientes de beneficios fiscales: la transmisión 
o adquisición por cualquier título, oneroso o lucra-
tivo, inter vivos o mortis causa, del pleno dominio o 
del usufructo vitalicio de una explotación agraria 
o de parte de la misma o de una finca rústica, en 
favor de un agricultor joven o un asalariado agra-
rio para su primera instalación en una explotación 
prioritaria, estará exenta del impuesto que grave 
la transmisión o adquisición de que se trate; las 
reducciones en la base imponible del impuesto que 
grave la transmisión o adquisición por cualquier 
título, oneroso o lucrativo, inter vivos o mortis 
causa, del pleno dominio o del usufructo vitalicio 
de una explotación agraria o de parte de la misma o 
de una finca rústica, se incrementarán en diez pun-
tos porcentuales, en cada caso, si el adquirente es, 
además, un agricultor joven o un asalariado agrario 
y la transmisión o adquisición se realiza durante 
los cinco años siguientes a su primera instalación; 
la exención del gravamen de Actos Jurídicos Docu-
mentados, las primeras copias de escrituras públi-
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cas que documenten la constitución, modificación 
o cancelación de préstamos hipotecarios sujetos al 
Impuesto sobre el Valor Añadido, cuando los mis-
mos se concedan a agricultores jóvenes o asalaria-
dos agrarios para facilitar su primera instalación 
de una explotación prioritaria. 
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